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3416 ACUERDO de 19 de enero de 1999 de la Comisión Perma-
nente del consejo General del Poder Judicial, por el que
se ordena hacer público el Acuerdo de la Sala de Gobierno
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha,
en su reunión del día 22 de diciembre de 1998, por el que
se aprueba la modificación en la distribución de materias
entre las dos Secciones de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del citado Tribunal.

La Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial en
su reunión del día 19 de enero de 1999, acordó hacer público el Acuerdo
de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La
Mancha, de 22 de diciembre de 1998, por el que aprueba la modificación
en la distribución de asuntos entre las dos Secciones de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del citado Tribunal.

«La Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La
Mancha, en la reunión referida aprobó la propuesta formulada por el señor
Presidente de la Sala de lo Contencioso-Administrativo en los términos
siguientes:

I

Provisinalmente, y hasta tanto se observe la necesidad de introducir
unas nuevas normas de reparto con arreglo a lo establecido en el artículo
17 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 29/1998, de
13 de julio, se aplicarán las vigentes normas de reparto aprobadas por
Acuerdo de la Sala de Gobierno en sesión celebrada en fecha 3 de noviembre
de 1997 que a continuación se transcriben:

El conocimiento y distribución de recursos entre las dos Secciones
de la Sala queda fijado con arreglo al siguiente criterio de reparto de
materias:

Sección Primera:

Administración Laboral y de Seguridad Social.
Urbanismo (incluidas licencias de apertura y actividades clasificadas).
Personal al servicio de la Administración del Estado y Entes de ella

dependientes.
Administración Corporativa y Universidad.
Tributos Locales.
Responsabilidad Patrimonial de las Administraciones Públicas.
Otras materias no atribuidas a la Sección Segunda.

Sección Segunda:

Tributos en general, de la Administración del Estado y Comunidad
Autónoma.

Derecho Sancionador (excepción hecha del relacionado con la Admi-
nistración Laboral y de Seguridad Social, Urbanismo y Materias de Personal
y Tributos propios de la competencia de la Sección Primera).

Contratos de las Administraciones Públicas.
Expropiación Forzosa.
Derechos Fundamentales.
Personal al servicio de la Comunidad Autónoma, Administraciones

Locales y Entes de ellas dependientes.

Los recursos contencioso-electorales serán comunes a las dos Secciones.

II

El conocimiento de los recursos de apelación que se interpongan frente
a las resoluciones de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de
esta Comunidad Autónoma corresponderá a aquella Sección que por razón
de la materia sería competente con arreglo a las precitadas normas.

III

El conocimiento de las cuestiones de competencia que se susciten entre
las resoluciones de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de esta
Comunidad Autónoma corresponderá igualmente a aquella Sección que
por razón de la materia resultaría competente con arreglo a dichas normas.»

Madrid, 19 de enero de 1999.—El Presidente del Consejo General del
Poder Judicial,

DELGADO BARRIO

3417 ACUERDO de 19 de enero de 1999, de la Comisión Per-
manente del Consejo General del Poder Judicial, por el que
se ordena hacer público el Acuerdo de la Sala de Gobierno
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, en su reu-
nión del día 11 de diciembre de 1998, por el que se aprueban
las normas de distribución de asuntos entre las distintas
Salas de lo Contencioso-Administrativo del citado Tribunal.

La Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, en
su reunión del día de la fecha, acordó hacer público el Acuerdo de la
Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, de 11
de diciembre de 1998, por el que se aprueban las normas de distribución
de asuntos entre las distintas Salas de lo Contencioso-Administrativo del
citado Tribunal.

Primero. Reglas de distribución.—La distribución de asuntos entre
las Salas de lo Contencioso-Administrativo, con sede respectiva en Santa
Cruz de Tenerife y en Las Palmas de Gran Canaria, en aquellos procesos
en los que, con arreglo a la legislación procesal vigente, deba conocer
dicho Tribunal, en única o segunda instancia, se ajustará a las siguientes
reglas de distribución.

A) Procesos en única instancia.

1. Regla general. Con carácter general, será competente para conocer
de los procesos en única instancia la Sala en cuya circunscripción tenga
su sede el órgano que hubiere dictado la disposición o acto originario
impugnado o al que sea imputable la inactividad o vía de hecho objeto
de la pretensión deducida.

2. Regla especial en materia de personal. Cuando el recurso tenga
por objeto actos en materia de personal será competente, a elección del
demandante, la Sala en cuya circunscripción tenga aquél su domicilio o
se halle la sede del órgano autor del acto originario impugnado. Si el domi-
cilio del recurrente radicara fuera de la Comunidad Autónoma de Canarias,
la Sala competente, en el ámbito del Tribunal Superior de Justicia de Cana-
rias, será aquélla en cuya circunscripción se hubiera dictado el acto.

Como excepción a la regla contenida en el párrafo anterior, cuando
el acto o disposición impugnado afectase a una pluralidad de destinatarios,
la Sala competente será aquélla en cuya circunscripción tenga su sede
el órgano que hubiere dictado el acto originario impugnado.

3. Regla especial en materia urbanística, expropiatoria e intervención
administrativa en la propiedad privada. En los supuestos de impugnación
de planes de ordenación urbana y actuaciones urbanísticas, expropiatorias
y, en general, las que comporten intervención administrativa de la pro-
piedad privada, será competente la Sala en cuya circunscripción radiquen
los inmuebles afectados.

Como excepción a la regla contenida en el párrafo anterior, cuando
la actuación impugnada afecte simultáneamente a inmuebles que radiquen
en una y otra circunscripción, será competente la Sala en cuya circuns-
cripción tenga su sede el órgano que hubiere dictado el acto o disposición
impugnado.

4. Regla especial respecto a la impugnación indirecta de disposiciones
generales. En los supuestos de impugnación indirecta de disposiciones
generales la Sala competente, según las reglas precedentes, para conocer
del recurso contra el acto lo será, asimismo, para pronunciarse sobre la
validez o nulidad de la disposición general indirectamente impugnada,
siempre que el Tribunal Superior de Justicia de Canarias fuera competente
para conocer del recurso directo contra ésta, y con independencia de la
Sala de dicho Tribunal que, con arreglo a las presentes reglas, fuera com-
petente para conocer de dicha impugnación directa.

B) Cuestiones de ilegalidad. Será competente para conocer de las
cuestiones de ilegalidad cuya competencia corresponda al Tribunal Supe-
rior de Justicia de Canarias la Sala del mismo que, con arreglo a la regla
contenida en el apartado A.1 precedente, lo fuere para conocer de la impug-
nación directa de la disposición general cuya ilegalidad se cuestiona.

C) Recursos de apelación y revisión. Será competente para conocer
de los recursos de apelación y revisión interpuestos frente a autos y sen-
tencias de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo que tengan su
sede en Canarias la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia
de Canarias en cuya circunscripción tenga su sede el Juzgado de lo Con-
tencioso que dictó el auto o sentencia recurrida.

D) Recursos de casación para la unificación de doctrina y en interés
de la Ley. La competencia para conocer de tales recursos vendrá deter-
minada por lo dispuesto en los artículos 99.3 y 101.3, respectivamente,
de la Ley 29/1998.
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Segundo. Régimen transitorio.

1. Los recursos contenciosos interpuestos con anterioridad a la entra-
da en vigor de la Ley 29/1998, se seguirán tramitado por las Salas conforme
a las reglas de competencia territorial previstas en la legislación vigente
al tiempo de su interposición.

2. Los recursos contenciosos interpuestos tras la entrada en vigor
de la Ley 29/1998 a los que se refiere la disposición transitoria primera,
apartado 2, de dicha Ley, se tramitarán por la Sala de lo Contencioso
del Tribunal Superior de Justicia que resultare competente con arreglo
a las reglas de distribución que se contienen en el presente acuerdo.

Madrid, 19 de enero de 1999.—El Presidente del Consejo General del
Poder Judicial,

DELGADO BARRIO

MINISTERIO

DE ASUNTOS EXTERIORES

3418 RESOLUCIÓN de 30 de diciembre de 1998, de la Agencia
Española de Cooperación Internacional, por la que se con-
cede ayuda a lectores de español en las universidades que
se relacionan (convocatoria 1999).

En uso de las facultades conferidas por la Orden de 26 de marzo de 1992,
modificada por la Orden de 21 de enero de 1997 («Boletín Oficial del
Estado» de 3 de febrero), por la que se regula la concesión de becas y
ayudas de formación, investigación, intercambio, promoción y de viajes
y estancia, de la Agencia Española de Cooperación Internacional, y la
Resolución de 21 de noviembre de 1997 («Boletín Oficial del Estado» de 10
de diciembre), de la Secretaría de Estado para la Cooperación Internacional
y para Iberoamérica y Presidencia de la Agencia Española de Cooperación
Internacional, por la que se delegan en el Secretario general y otras auto-
ridades y funcionarios de la misma, determinadas competencias,

Esta Agencia, en virtud de las competencias atribuidas en el Real Decre-
to 1141/1996, de 24 de mayo («Boletín Oficial del Estado» del 25), ha
resuelto:

Primero.—Conceder ayudas a los lectores de español que a continuación
se relacionan, por el período de 1 de enero al 31 de diciembre de 1999,
de acuerdo con la Resolución de 31 de julio de 1998 («Boletín Oficial
del Estado» de 28 de agosto), y el acta de preselección de fecha 30 de
noviembre de 1998:

Don Federico Alonso Alonso. Universidad de Kathmandú. Nepal.
Doña Nuria de la Torre García. Universidad de Zimbabwe.
Don Hugo Fiz Palacios. Universidad de Namibia.
Don Jacinto Pariente de Carranza. Universidad Quaid-E-Azam. Pakis-

tán.

A la Universidad de Unisa (Sudáfrica), se han propuesto los expedientes
de las siguientes profesoras. La ayuda se concederá a la persona selec-
cionada por la citada Universidad:

Doña Patricia Sáez Roza.
Doña Rosario González Martínez.

Segundo.—Los derechos económicos que generan estas ayudas se con-
cretan en:

a) Una mensualidad según el país de destino, a deducir el Impuesto
sobre el Rendimiento de las Personas Físicas correspondiente:

Namibia: 300.000 pesetas.
Nepal: 150.000 pesetas.
Pakistán: 225.000 pesetas.
Sudáfrica: 225.000 pesetas.
Zimbabwe: 300.000 pesetas.

b) Un seguro médico de acuerdo con las condiciones incluidas en
el contrato con la compañía.

c) Dos ayudas de viaje de 150.000 pesetas, una al principio y otra
al final del curso.

Tercero.—Ordenar la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de
las ayudas reconocidas en esta Resolución, en los términos previstos en
la citada Orden de 26 de marzo de 1992.

Madrid, 30 de diciembre de 1998.—El Presidente, P. D. (Resolución
de 21 de noviembre de 1997, «Boletín Oficial del Estado» de 10 de diciem-
bre), el Secretario general, Luis Espinosa Fernández.

Ilmos. Sres. Secretario general, Director del Gabinete Técnico, Director
del ICI, Director general del ICMAMPD y Vicesecretario general de
la Agencia Española de Cooperación Internacional.

3419 REAL DECRETO 173/1999, de 29 de enero, por el que se
concede la Gran Cruz de la Orden de Isabel la Católica
a don Juan Antonio Ortega Díaz-Ambrona.

En atención a los méritos y circunstancias que concurren en don Juan
Antonio Ortega Díaz-Ambrona, a propuesta del Ministro de Asuntos Exte-
riores y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 29 de enero de 1999,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden de Isabel la Católica.

Dado en Madrid a 29 de enero de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,
ABEL MATUTES JUAN

MINISTERIO DE JUSTICIA

3420 ORDEN de 5 de febrero de 1999 por la que se dispone la
entrada en funcionamiento de los Juzgados de lo Conten-
cioso-Administrativo correspondientes a la programación
de 1999.

En uso de las atribuciones que me confiere el artículo 4 del Real Decreto
143/1999, de 29 de enero, y oído el Consejo General del Poder Judicial,
dispongo:

Artículo único.

El día 10 de junio de 1999 entrarán en funcionamiento los siguientes
Juzgados:

Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo:

Número 3 con sede en Madrid.
Número 4 con sede en Madrid.
Número 5 con sede en Madrid.
Número 6 con sede en Madrid.
Número 7 con sede en Madrid.

Juzgados de lo Contencioso-Administrativo:

Número 2 de Almería.
Números 2 y 3 de Cádiz.
Número 2 de Córdoba.
Números 2 y 3 de Granada.
Número 2 de Jaén.
Números 2, 3 y 4 de Málaga.
Números 3, 4, 5 y 6 de Sevilla.
Números 2, 3, 4, 5 y 6 de Oviedo.
Número 2 de Palma de Mallorca.
Número 2 de Zaragoza.
Números 2 y 3 de Las Palmas.
Números 2 y 3 de Santa Cruz de Tenerife.
Números 2 y 3 de Santander.
Número 2 de Toledo.
Números 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 de Barcelona.


